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En Valladolid, a quince de mayo de dos mil veintiséis.
Visto por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, con sede en Valladolid,
el presente recurso número 247/2024, en el que se impugna:
La resolución del Jurado Provincial de Expropiación Forzosa de Palencia de 28 de noviembre de 2023, dictada en el
expediente número 338/2022, que fijó en 23.026,40 euros el justiprecio de los bienes y derechos de los que era titular Dª
Socorro y que se vieron afectados por la expropiación realizada por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
para la ejecución de las obras del "Proyecto de construcción de plataforma de la línea de alta velocidad Palencia-Aguilar de
Campoo. Tramo: Palencia Norte-Amusco", expropiación de la que era beneficiaria la entidad pública empresarial
Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF).
Son partes en dicho recurso:
Como recurrente: D. Casiano, representado por la Procuradora Sra. Sánchez Palomino y defendido por el Letrado Sr. Arroyo
Fernández.
Como demandada: La Administración General del Estado (Jurado Provincial de Expropiación Forzosa de Palencia),
representada y defendida por la Abogacía del Estado.
Ha sido Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D. Javier Oraá González.
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Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Valladolid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª,
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ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Interpuesto y admitido a trámite el presente recurso, y una vez recibido el expediente administrativo, la parte
recurrente dedujo demanda en la que, en base a los hechos y fundamentos de derecho expresados en la misma, solicitó de
este Tribunal que se dicte sentencia que anule la resolución del Jurado Provincial de Expropiación Forzosa de Palencia de 3
de enero de 2024, que señaló el justiprecio de la finca DIRECCION000, propiedad del actor, afectada por la ejecución del
Proyecto de referencia, declarando que el valor del suelo expropiado es 76.151,38 €, que el del derecho al aprovechamiento
de los recursos minerales de la Sección A) expropiados es 54.104 euros, que el premio de afección es 6512,77 €, que el
importe necesario para restañar los daños y perjuicios por rápida ocupación es 635,72 €, y declarando igualmente que sobre
el importe total de los anteriores conceptos han de girarse intereses al tipo legal desde el 14 de julio de 2021 hasta el pago, y
que condene a la beneficiaria de la expropiación al pago de las cantidades que resulten de los anteriores pronunciamientos.
Por otrosí solicitó el recibimiento del pleito a prueba.
SEGUNDO.- En el escrito de contestación a la demanda de la Abogacía del Estado, en base a los hechos y fundamentos de
derecho expresados en el mismo, se solicitó de este Tribunal que se dicte sentencia por la que se desestime la demanda y se
impongan las costas a la parte actora.
TERCERO.- Recibido el procedimiento a prueba, se desarrolló la misma con el resultado que consta en autos.
CUARTO.- Presentado escrito de conclusiones por ambas partes y declarados conclusos los autos, se señaló para su
votación y fallo el pasado día doce de mayo.
QUINTO.- En la tramitación de este recurso se han observado las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Interpuesto por D. Casiano, que actúa por sí y en beneficio de la comunidad hereditaria que integran él y su
hermano Herminio, recurso contencioso administrativo contra la resolución del Jurado Provincial de Expropiación Forzosa de
Palencia de 28 de noviembre de 2023, dictada en el expediente número NUM000, que fijó en 23.026,40 euros el justiprecio de
los bienes y derechos de los que era titular la madre del actor y que se vieron afectados por la expropiación realizada por el
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana para la ejecución de las obras del "Proyecto de construcción de
plataforma de la línea de alta velocidad Palencia-Aguilar de Campoo. Tramo: Palencia Norte-Amusco", expropiación de la que
era beneficiaria la entidad pública empresarial Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF) -se trata de la
DIRECCION001 del término municipal de San Cebrián de Campos, que tenía una superficie de 13.526 metros cuadrados y que
fue expropiada en su totalidad-, pretende el recurrente que se establezca el justo precio que aquí interesa en la cantidad total
de 137.403,87 euros (es una cifra ligeramente inferior a los 143.260,63 euros en que la propiedad lo tasó en su hoja de
aprecio), así como que se declare que sobre dicha suma han de girarse los intereses al tipo legal desde el 14 de julio de 2021
hasta su pago, condenándose a la beneficiaria al pago de todas las cantidades, pretensión que según es posible ya anticipar
debe ser estimada parcialmente, en los términos que acto seguido van a exponerse.
SEGUNDO.- Antes de abordar el examen de las pretensiones ejercitadas por la parte actora, se juzga oportuno hacer unas
precisiones previas y en concreto las siguientes:
a) debe quedar claro que según reiterada jurisprudencia ( SSTS 24 abril y 29 noviembre 2007, 24 febrero 2009, 29 octubre
2010, 22 septiembre 2011, 16 enero 2013, 5 mayo y 3 octubre 2014, 15 septiembre 2015 y 26 febrero y 24 junio 2016) las
hojas de aprecio constituyen una declaración de voluntad de las partes que en base a la teoría de los actos propios vincula
primero a las mismas y después tanto a los Jurados Provinciales de Expropiación como a los Tribunales que revisan sus
decisiones ( artículo 34 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954 -LEF-) y que, por consiguiente, sea cual
sea el resultado de la prueba pericial que eventualmente pueda practicarse no puede concederse más ni cosa distinta de lo
reclamado tanto en su día como, en su caso, en esta sede judicial ( SSTS 12 junio 2007, 9 junio 2008 y 2 marzo 2009). Hay
que recordar, a este mismo respecto, que la vinculación alcanza tanto a los conceptos indemnizables como al "quantum", de
manera que no cabe conceder por cada uno de los conceptos indemnizables mayor cantidad que la solicitada en la hoja de
aprecio del expropiado ni una suma inferior a la ofrecida en la del beneficiario. Exactamente en este mismo sentido se han
manifestado las sentencias del Tribunal Supremo de 3 de mayo y 24 de septiembre de 2013, que añaden que «esta
vinculación está, desde luego, referida a la cantidad global que se reclama, que no podrá ser sobrepasada, pero también
comprende los conceptos indemnizables cuando éstos tengan sustantividad propia como bienes, derechos o intereses
patrimoniales legítimos y estén diferenciados unos de otros»,así como también las sentencias posteriores igualmente del
Tribunal Supremo de 14 y 25 de mayo y 6 de julio de 2020. En el presente caso, es este carácter vinculante de las hojas de
aprecio el que hizo que el Jurado de Expropiación reconociera como valor de la rápida ocupación una cantidad superior a la
que había sido considerada procedente por el Vocal Ingeniero Agrónomo que hizo la valoración seguida por aquél, aceptando
así el que había ofrecido la beneficiaria.
b) como segunda precisión previa, debe recordarse que los acuerdos de los Jurados de Expropiación gozan de una
presunción de acierto en atención a lo variado de su composición, a la calidad jurídica y técnica e independencia de juicio de
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sus miembros y al crédito y autoridad que se desprende de su permanencia y especialización ( SSTS 25 abril 1996, 11
octubre y 16 noviembre 2000, 16 diciembre 2002, 28 marzo 2003, 9 junio, 19 septiembre y 26 octubre 2005, 13 abril y 4
diciembre 2007, 26 febrero y 24 noviembre 2008, 26 enero, 24 febrero, 27 octubre y 1 diciembre 2009, 24 mayo y 1 octubre
2010, 25 enero, 5 abril, 13 mayo, 22 junio y 20 septiembre 2011, 6 febrero, 17 julio y 20 noviembre 2012, 9 abril, 1 julio y 17
octubre 2013, 18 marzo, 11 abril, 14 octubre y 3 noviembre 2014, 20 y 27 abril 2015, 6 mayo y 13 junio 2016, 3 febrero, 23
marzo y 28 noviembre 2017, 13 febrero 2018 y 19 octubre 2022), que dicha presunción, que es iuris tantum, puede ser
desvirtuada si se acredita que medió infracción legal o error en la valoración realizada, acreditación que incumbe a quien se
muestra disconforme con el justiprecio acordado por el Jurado, y que, a tal fin, es en principio medio idóneo aunque no único
el dictamen pericial emitido en sede jurisdiccional con las debidas garantías procesales, pues tiene iguales características de
imparcialidad y objetividad que el acuerdo del Jurado ( SSTS 22 enero y 8 abril 2000, 21 julio y 2 octubre 2001 y 8 septiembre
2011), si bien dicho informe debe ser interpretado según las reglas de la sana crítica ( SSTS 19 mayo 1992, 17 julio 1995, 2
noviembre 2007, 19 diciembre 2008, 22 septiembre 2011, 19 noviembre 2012, 8 abril 2013, 17 enero, 21 abril y 27 octubre
2014, 7 julio 2015 y 19 marzo 2018).
y c) por fin, debe destacarse que el artículo 33.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de esta jurisdicción (LJCA) es
concluyente al establecer que los órganos de este orden juzgarán dentro del límite de las pretensiones formuladas por las
partesy de los motivos que fundamenten tanto el recurso como la oposición, particular que se resalta porque en este pleito
no es objeto de discusión la cantidad en la que se fijó el valor de la indemnización por rápida ocupación. Como bien apunta la
parte actora, los extremos objeto de controversia son el valor del terreno expropiado, considerado desde un punto de vista
agrícola, la procedencia o no de indemnizar el derecho al aprovechamiento de los recursos minerales y la determinación de
cuál es el día inicial para el devengo de los intereses del justiprecio que se establezca.
TERCERO.- Centrados así y en primer lugar en el examen del valor del suelo -el Jurado de Palencia valoró el metro cuadrado
de suelo en 1,5765 euros mientras que el demandante pide que se tase en 6,16 euros, lo que arroja un resultado de 83.320,16
euros, aunque luego reduce lo reclamado por este concepto a 76.151,38 euros, que es lo que por él se reflejó en la hoja de
aprecio (allí el suelo se valoró en 5,63 €/m2)-, debe ya señalarse que en el periodo probatorio del proceso se ha practicado
una prueba pericial de designación judicial que permite entender desvirtuada la presunción de acierto de la decisión
impugnada del Jurado de Expropiación. A este respecto debe tenerse en cuenta lo siguiente:
a) es verdad que, en el suelo en la situación básica de rural (que es sin discusión la de la parcela litigiosa), los terrenos han de
tasarse mediante la capitalización de la renta anual real o potencial, la que sea superior, de la explotación según su estado en
el momento al que deba entenderse referida la valoración - artículo 36.1.a) del texto refundido de la Ley de Suelo y
Rehabilitación Urbana aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre-, pero no lo es menos que por renta
real se entiende o la existente, debidamente acreditada,o la atribuible de acuerdo con los cultivos y aprovechamientos que
estén efectivamente implantados sobre la base de datos estadísticamente significativos - artículo 8 del Reglamento de
valoraciones de la Ley de Suelo (RV) aprobado por el Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre-, así como que para
determinar esa renta ha de partirse de la información técnica, económica y contable de la explotación actual o potencial, a
cuyo fin debe considerarse "la información que sobre la renta de la explotación pueda haber sido acreditada por el propietario
o el titular de la misma" (artículo 9 RVLS), circunstancia que se destaca porque en el caso de autos no se han presentado los
datos contables de la explotación, no se ha definido qué tipo es a fin de realizar los cálculos y tampoco se ha presentado un
estudio al detalle con rigor técnico de cultivos con sus cuentas de ingresos y gastos, producciones, rendimientos, etc. No
basta el contrato de compraventa del trigo que para la campaña 2021 que fue aportado en su día y ello porque, como
apuntaba en su contestación a la demanda la Abogacía del Estado, lo más razonable para determinar el precio justo es
atender a periodos más amplios que eviten la incidencia coyuntural que distintos factores tienen en la producción agrícola y
que permiten conocer mejor una renta basada en ingresos y costes medios.
b) ha de estarse por tanto a la renta potencial y dentro de ella a la alternativa 2 indicada por el perito Sr. Hipolito (trigo, alfalfa
y trigo), que responde mejor a lo que es más común en la zona en tierras de secano que la rotación, de hasta seis cultivos
(incluidos la veza para forraje y el barbecho), que fue considerada por el Jurado de Palencia, rotación que a juicio de esta Sala
no responde a un uso probable y viable conforme a lo dispuesto en el artículo 8 RV ni se apoya en cultivos representativos de
la explotación realmente existente o de rotaciones razonablemente implantadas en la zona y a la que cabe oponer el informe
del perito judicial, que por las razones que explicó en el trámite de aclaraciones conoce perfectamente las rotaciones que
llevan a cabo los agricultores en la zona y que constituye base adecuada para determinar la renta aplicable en este caso al
ofrecer una valoración técnicamente fundada, construida sobre un cultivo existente y una rotación que, aun promediada,
resulta compatible con las características agronómicas del cultivo de trigo, incorporando un análisis detallado de ingresos,
gastos y datos estadísticos de rendimientos.
y c) aceptados los razonamientos y manifestaciones hechas por el perito judicial, y en concreto los valores que el mismo
considera como tipo de capitalización (1,5417%) y como factor de corrección por localización (1,4099) -son distintos de los
tenidos en cuenta por el Jurado de Palencia, que fijó el primero en 1,4903% y el segundo en 1,4832, si bien se está a lo
señalado por el Sr. Hipolito, y en definitiva a la valoración por él realizada, pues se estima más justo y razonable atender al
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resultado global de dicha valoración que considerar de forma separada y disgregada los diferentes factores que componen la
multiplicación u operación matemática que hay que hacer-, procede fijar el valor del suelo de la DIRECCION001 que aquí
interesa en 42.494,63 euros (3,1417 €/m2 x 13.526 m2), suma que incrementada en el 5% por premio de afección (2124,73 €)
arroja un valor "agrícola" del suelo de 44.619,36 euros. En relación con el factor de corrección a que antes se ha hecho
mención, y con ello se sale al paso de lo alegado por la parte actora, debe precisarse que el perito judicial, para cuantificar el
subfactor u1, no ha incluido Valladolid al ser de 56 minutos el tiempo de desplazamiento desde la parcela expropiadahasta
esta ciudad (el documento número 1 de la demanda, que indicaba 49 minutos, se refería a la distancia entre San Cebrián de
Campos y Valladolid), y que para fijar el subfactor u2 ha considerado que la distancia de la parcela a Palencia es de 24,70
kilómetros (el Jurado la estableció en 17,9 kilómetros). Asimismo y en relación con el subfactor u3, debe tenerse presente
que los coeficientes de ponderación "p" y "t" son uno de los factores de una multiplicación y que al ser su valor cero, cero es
el resultado final, por lo que ha de tomarse como valor la unidad (párrafo final del artículo 17.2 RV), que es lo que
correctamente ha concluido el Perito Sr. Hipolito.
CUARTO.- Por lo que atañe al segundo extremo que es objeto de controversia, el de si ha de indemnizarse o no la pérdida del
derecho al aprovechamiento de los yacimientos minerales y recursos geológicos de la sección A), cuestión que la resolución
recurrida responde en sentido negativo con base en lo manifestado en el informe del Vocal técnico de concesiones mineras
(indicó que la titularidad de una parcela no autoriza directamente la explotación de la sección A y que ha de tramitarse la
correspondiente autorización administrativa de dicha explotación, de suerte que a falta de esa autorización no ha lugar a la
indemnización por los derechos mineros), hay que dejar claro que tal decisión y la opinión en que se fundamenta no se
acomodan ni ajustan a lo que cabría considerar que es una doctrina jurisprudencial consolidada, recogida no solo en las
sentencias del Tribunal Supremo que se citan en la demanda -las de 20 de noviembre de 2012 y 26 de octubre de 2018-, sino
también en las de 3 de junio de 2014, 23 de febrero de 2015 y 24 de junio de 2021, que es justo la que se cita en la
contestación a la demanda. Cabe destacar así que en el tercer fundamento jurídico de la sentencia del Tribunal Supremo de
26 de octubre de 2018 se da respuesta a la cuestión de interés casacional allí planteada -consistía en determinar si
constituye daño indemnizable en concepto de responsabilidad patrimonial la privación del potencial derecho del propietario
del terreno a la explotación de los recursos mineros de la Sección A) del artículo 3. Uno de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de
Minas, aun cuando no estuvieran en explotación- fijando como criterio interpretativo que "el derecho al aprovechamiento de
los recursos mineros de la Sección A) existentes en terreno de propiedad de un particular, que "corresponde al dueño", tiene
entidad suficiente para constituir daño indemnizable a los efectos de generar la responsabilidad patrimonial de las
Administraciones públicas, siempre que concurran los restantes elementos que integran dicha institución
indemnizatoria".Antes, en el fundamento de derecho segundo de esta misma sentencia de 26 de octubre de 2018 se pone de
manifiesto que la jurisprudencia ha declarado reiteradamente "a los efectos de determinación de los justiprecios en las
expropiaciones en que se ven afectados estos recursos, que ese derecho no es algo que surja una vez que ya los recursos
estén en explotación, tras haber obtenido la preceptiva y previa autorización de la Administración, porque el derecho existe, y
con ese contenido de exclusividad en el aprovechamiento, con carácter previo",que "se trata de un derecho plenamente
consolidado y de un contenido económico evidente, por más que el titular del mismo no lo ejercite porque el ejercicio efectivo
del derecho no es presupuesto de su existencia y no excluye su titularidad"y que el Tribunal Supremo ha considerado, al
determinar los justiprecios de fincas objeto de expropiación y existiendo estos aprovechamientos de la Sección A), que "los
mismos deben integrarse en el justiprecio, aun cuando no estuvieran en explotación, rechazando expresamente que se
excluyan cuando no exista la autorización que determina dicha explotación ( sentencia de 20 de noviembre de 2012, recurso
de casación 812/2010, con abundante cita)".En sentido parecido se expresa la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de junio
de 2021, dictada en el recurso de casación número 3243/2020, que en su segundo fundamento de derecho declara lo
siguiente: "es tradicional en nuestro Derecho sobre minas, la clasificación de los recursos geológicos en función de su
relevancia. Así resulta del artículo 3 de la Ley de Minas , que distingue, entre otras categorías ahora intrascendentes, los
mencionados recursos como de la Sección A) y los de la Sección C). Los primeros son aquellos "de escaso valor económico
y comercialización geográficamente restringida, así como aquellos cuyo aprovechamiento único sea el de obtener
fragmentos de tamaño y forma apropiados para su utilización directa en obras de infraestructura, construcción y otros usos
que no exigen más operaciones que las de arranque, quebrantado y calibrado." Los de la Sección C son todos los demás "que
sean objeto de aprovechamiento".
No trasciende al debate de autos las peculiaridades de esa distinción; pero sí es necesario dejar constancia, en primer lugar,
que unos y otros recursos son de titularidad pública, aun cuando pueden ser cedidos o explotados por particulares, como ya
vimos; de otra, que estos recursos de la Sección C) solo pueden ser objeto de explotación mediante concesión administrativa,
siendo ajenos al propietario, como ya dijimos. Y en ese sentido se ha venido declarando por la jurisprudencia que respecto de
estos recursos "carece de derecho alguno el propietario del suelo al tratarse de bienes de dominio público" ( sentencia de 20
de marzo de 2012, dictada en el recurso de casación 5529/2009 ).
En suma, la regulación, a efectos expropiatorios, se corresponde con el régimen que antes se ha expuesto al reseñar la
regulación en la viejaLey de Expropiación Forzosa, en concreto a su artículo 41 . Lo relevante es que, como ya antes se dijo,
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esa concesión, ese derecho a la explotación de los recursos mineros, es independiente de la propiedad del suelo en el que no
se integra.
Un régimen bien diferente es el que se establece para los recursos mineros de la Sección A) que, precisamente por su escaso
valor económico, reducida comercialización, extracción y destino, sin dejar de asignarse su naturaleza de dominio público, el
artículo 16 de la Ley de Minas dispone que el aprovechamiento de estos recursos que se encuentren en una propiedad
privada, como regla general, "corresponderá al dueño del mismo".
Dadas esas peculiaridades de estos recursos, el derecho de aprovechamiento, su explotación, no se somete al régimen de
concesión administrativa, sino a la simple autorización que preceptivamente debe conceder la Administración, con carácter
general, y sin perjuicio de someterse a determinadas condiciones de explotación.
Ahora bien, ha de insistirse que, sin perjuicio de ese derecho preferente al aprovechamiento de estos recursos a los
propietarios del terreno, no supone que con ello se integre dicha preferencia de aprovechamiento en el derecho de propiedad
del suelo. Estos recursos de la Sección A) son de dominio público; lo que se integra en el derecho de propiedad es ese
derecho preferente a su aprovechamiento.
Pues bien, ese distinto régimen tenía reflejo en la Ley de Expropiación Forzosa de manera coherente porque, si bien no se
contemplaba esa dualidad de recursos mineros -la Ley de Expropiación Forzosa es anterior a la Ley de Minas- y su diferente
régimen de explotación, es lo cierto que, como ya vimos, lo que se regulaba expresamente eran las concesiones mineras, que
solo podían estar referidas a los recursos de la Sección C).
Por el contrario, ninguna referencia expresa se hacía en relación a los recursos de la Sección A); sin duda debido, de una
parte, a su escasa entidad económica y de mercado de estos minerales, que precisamente ha tenido mayor relevancia en
momento de una actividad intensa en el ámbito de la edificación o de la ejecución de obras públicas a los que están
normalmente destinados por su misma definición legal; de otra, que respecto de dichos minerales, sí es cierto que se integra
de alguna manera en el derecho del propietario, no su propiedad, que no deja de ser pública, pero sí un derecho de
aprovechamiento preferente por el dueño.
Ese silencio del Legislador respecto de las peculiaridades de estos recursos de la Sección A) había sido colmado por la
Jurisprudencia de esta Sala, que había establecido reiteradamente que, cuando en los terrenos de naturaleza rural existieran
recursos de la Sección A), debía distinguirse si dichos recursos se encontraban en explotación o no. Y es a esa jurisprudencia
a la que se hace expresa referencia en el auto de admisión, conforme al planteamiento del recurso que se ha hecho por la
defensa de la recurrente y que debemos tomar en consideración a los efectos de examinar el debate suscitado.
En el supuesto de que los recursos no estuvieran en explotación, para lo que tenía derecho preferente el propietario, se
consideraba que ese derecho de preferencia debía incrementar el valor de los terrenos mediante una "compensación
económica... cuando la expropiación afecte al derecho potencial o posibilidad de explotación minera" ( sentencia de 20 de
noviembre de 2012, recurso de casación 812/2010, con abundante cita). Y es también cierto que en tales supuestos, esa
Jurisprudencia venía declarando que esa compensación, dado que estaba en conexión con la eventual explotación de esos
recursos mineros, se "ha de calcular en función de un porcentaje -entre el 10 y el 30 por 100- <del valor potencial de los
beneficios netos de la explotación, en función de las circunstancias del caso>", porcentaje que se acoge partiendo de que la
eventual explotación de estos recursos mineros son incompatibles con el rendimiento agrícola de los terrenos ( sentencia de
3 de junio de 2014, dictada en el recurso de casación 3654/2011, también con abundante cita).
Lo que interesa destacar es que en estos supuestos de recursos de la Sección A) que no están en explotación -o que
habiéndolo estado, se encuentra ésta abandonada- al momento a que ha de referirse la expropiación, ha de incrementarse el
valor del suelo con ese derecho de preferencia a la explotación, por lo que no existía una valoración diferenciada entre el
suelo y el aprovechamiento de los recursos.
Por el contrario, cuando en los terrenos expropiados existiera ya una explotación concreta de estos recursos mineros por el
propietario -o por quien éste lo cediera-, no se trataría ya de la compensación a que antes se hizo referencia, sino que el
objeto de la expropiación es el terreno con esa explotación ya en plena actividad y lo que debe ser indemnizado es su cese;
es decir, el justiprecio ha de calcularse en función de los perjuicios que comporta la extinción de la explotación, incluso
haciendo exclusión de su consideración como suelo con destino agrícola, con el que es incompatible la explotación minera.
Como se declara en la mencionada sentencia de 2014 "... en este caso, las fincas no tienen destino ni aprovechamiento
agrícola, sino que forman parte de una explotación para la extracción de arcilla, con destino a la industria cerámica de la
sociedad constituida para esos fines, y la valoración ha de efectuarse teniendo en cuenta, la cosa y el derecho de que en
realidad se priva al expropiado y que constituye el objeto de la expropiación...".
Una vez fijada cuál es la doctrina jurisprudencial en la materia discutida, en síntesis que en los supuestos de recursos de la
sección A) que no están en explotación, o que habiéndolo estado se encuentra la misma abandonada, ha de incrementarse el
valor del suelo con ese derecho de aprovechamiento preferente de esos recursos que se le reconoce al propietario del
terreno,debe reconocerse la cantidad solicitada por este concepto por el Sr. Casiano, esto es, 54.104 euros, y ello porque el
informe pericial practicado con las debidas garantías en esta litis, el del Sr. Luis Pedro, ha determinado un valor superior de
ese derecho, más de setenta y tres mil euros, por lo que como bien se indica en las conclusiones de la parte actora, y resulta
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Análisis

además de la previsión del artículo 33.1 LJCA, ha de estarse a lo concretamente interesado por la misma. A dicha cantidad, la
de 54.105 euros, hay que añadirle el premio de afección (2705,25 euros), lo que da un total por el derecho a que se está
haciendo mención de 56.810,25 euros.
QUINTO.- En conclusión, y conforme a las consideraciones que se han realizado, procede estimar en parte el presente
recurso, anular la resolución objeto del mismo y establecer en su lugar el justo precio de la finca de que aquí se trata en la
cantidad total de 102.065,33 euros, cifra que es el resultado de sumar el valor del suelo con el premio de afección (44.619,36
euros), el valor, también con el premio de afección, del derecho al aprovechamiento de los recursos de la sección A), o sea,
56.810,25 euros, y el valor de la rápida ocupación (635,72 euros), concepto este último que como se ha dicho no era objeto de
discusión y que forma parte del justiprecio fijado por el Jurado de Expropiación de Palencia. La cantidad aquí reconocida, que
habrá de pagar la beneficiaria de la expropiación - artículo 71.1.d) LJCA-, devengará el interés legal correspondiente desde el
día siguiente a aquél en el que se produjo la ocupación de la finca, es decir, desde el 30 de septiembre de 2021 y hasta que
tenga lugar su pago total.
En relación con esta afirmación debe indicarse que el plazo de seis meses del que habla el artículo 56 LEF (que es en el que
se apoya el recurrente para sostener como día inicial del devengo de intereses el 14 de julio de 2021) se computa "desde la
iniciación legal del expediente expropiatorio"sin haberse determinado el justiprecio, iniciación del expediente de expropiación
que no puede confundirse con la aprobación del proyecto que legitima esa expropiación. Lo relevante así no es que el 13 de
enero de 2021 se aprobara el proyecto que conllevaba la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los
bienes afectados, sino la incoación del expediente de expropiación forzosa, incoación que fue instada el 22 de febrero de
2021 y que determinó la resolución por la que se abría información pública de la Dirección General de Planificación y
Evaluación de la Red Ferroviaria que se publicó en el Boletín Oficial del Estado de 8 de abril de 2021 (documento número 5 de
la demanda). Así las cosas y como al producirse la ocupación no habían transcurrido seis meses, ha de estarse, como día
inicial del devengo de intereses, al día siguiente a aquél en que se produjo dicha ocupación ( artículo 52.8 LEF), es decir, al 30
de septiembre de 2021.
SEXTO.- En cuanto a las costas causadas, la estimación solo parcial de las pretensiones de las partes determina que no haya
lugar a hacer una especial imposición de las mismas de acuerdo con lo establecido en el artículo 139.1 LJCA.
SÉPTIMO.- Contra esta sentencia puede interponerse el recurso de casación previsto en el artículo 86 LJCA, en la redacción
dada al mismo por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio.
Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación

FALLAMOS

Que estimando parcialmente el presente recurso contencioso administrativo interpuesto por la Procuradora Sra. Sánchez
Palomino, en nombre y representación de D. Casiano, y registrado con el número 247/2024, debemos anular y anulamos la
resolución del Jurado Provincial de Expropiación Forzosa de Palencia de 28 de noviembre de 2023, dictada en el expediente
número NUM000, que fijó en 23.026,40 euros el justiprecio de los bienes y derechos de los que en su día era titular la madre
del actor y que se vieron afectados por la expropiación realizada por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
para la ejecución de las obras del "Proyecto de construcción de plataforma de la línea de alta velocidad Palencia-Aguilar de
Campoo. Tramo: Palencia Norte-Amusco", expropiación de la que era beneficiaria la entidad pública empresarial
Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF) -se trata de la DIRECCION001 del término municipal de San Cebrián de
Campos-, y en su lugar establecemos el justo precio de la finca de que aquí se trata, incluido el premio de afección, en la
cantidad total de 102.065,33 euros, cantidad que deberá pagar la entidad beneficiaria de la expropiación y que devengará el
interés legal correspondiente desde el 30 de septiembre de 2021 hasta que se produzca su completo pago. No se hace una
especial imposición a ninguna de las partes de las costas causadas.
Notifíquese esta resolución a las partes. Esta sentencia no es firme y contra ella cabe interponer recurso de casación si
concurren los requisitos previstos en los artículos 86 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de esta
Jurisdicción, en la redacción dada a los mismos por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, recurso que se preparará ante
esta Sala en el plazo de treinta días contados desde el siguiente al de su notificación.
Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a
cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la
intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las
víctimas o perjudicados, cuando proceda.
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes.
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